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Bogotá, D. C., jueves, 9 de abril de 2026 

Magistrado  
Miguel Polo Rosero 
Corte Constitucional 
Ciudad 
 
Asunto:  Intervención de Asocapitales en el proceso de inconstitucionalidad 

interpuesto en contra del Acto Legislativo 3 de 2024 (parcial). 
Referencia:  Expediente D0017151. 
 
Honorable Magistrado: 

Yo, Andrés Santamaría Garrido, identificado con cédula de ciudadanía n.º 94.499.269, con 
domicilio en Bogotá, actuando en representación de la Asociación Colombiana de Ciudades 
Capitales (en adelante, «Asocapitales»), en mi calidad de Director General, atentamente me 
dirijo ante su Honorable Despacho, con el fin de intervenir dentro de la acción pública de 
inconstitucionalidad en contra del Acto Legislativo 3 de 2024 (parcial). 

1. RESUMEN EJECUTIVO 

En esta intervención, se solicita la inexequibilidad parcial del Acto Legislativo 3 de 2024, 
específicamente de la expresión «a iniciativa del Gobierno», al configurarse un vicio de 
sustitución de la Constitución consistente en: 

1) Sustitución del modelo de Estado descentralizado y la autonomía territorial: El Acto 
Legislativo 3 de 2024 sustituye el eje axial de la descentralización al desplazar a la 
Constitución de 1991 como fuente originaria de las facultades de los entes 
territoriales, trasladando dicha función a una ley orgánica de iniciativa exclusiva del 
Gobierno Nacional.  

2) Sustitución de la separación de poderes y el principio democrático: La reserva de 
iniciativa legislativa al Ejecutivo anula la autonomía del Congreso de la República, 
cuyo núcleo mínimo reside en su capacidad deliberativa y decisoria.  

Ivon Garcia
Sello
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2. OPORTUNIDAD DE LA INTERVENCIÓN 

La presente intervención se radica dentro del término de diez (10) días conferido mediante 
el Oficio n.º 95 emitido por la Secretaría General de la Corte Constitucional el 18 de marzo 
de 2026, el cual vence el 9 de abril de 20261. 

3. INTERVENCIÓN 

Los apartes demandados del Acto Legislativo 3 de 2024 introducen una modificación que, 
bajo la apariencia de organizar las transferencias del Sistema General de Participaciones, 
desplaza a la Constitución de 1991 como fuente originaria de las competencias de las 
entidades territoriales y traslada esa definición a una ley orgánica sometida a la iniciativa 
exclusiva del Gobierno Nacional, lo que configura un mecanismo estructural de 
centralización que sustituye el modelo de Estado descentralizado, los principios de 
autonomía territorial, separación de poderes y el principio democrático.  

La jurisprudencia constitucional ha señalado que la sustitución de la Constitución es un vicio 
de competencia que ocurre cuando, en lugar de introducirse enmiendas, incorpora 
elementos que cambian su sentido, haciéndola radicalmente diferente a la adoptada por la 
Asamblea Nacional Constituyente de 1991 2 . Para determinar si efectivamente un Acto 
Legislativo adolece de este vicio, la Corte Constitucional ha desarrollado una metodología 
que se resume a continuación:  

«La sujeción a una técnica particular para adelantar el juicio de sustitución ha conducido 
al desarrollo de una metodología que, a manera de silogismo, se desenvuelve en tres 
etapas. Para comenzar, se debe proceder a la construcción de una premisa mayor 
compuesta por “los aspectos definitorios de la identidad de la Constitución que se supone 
han sido sustituidos por el acto reformatorio”, paso al que sigue el examen del acto 
reformatorio acusado de sustituir la Carta a fin de fijar cuál es su alcance, no en abstracto, 
sino en relación con los elementos que, de acuerdo con la construcción de la respectiva 
premisa mayor, identifican la Constitución o el eje definitorio que se estima sustituido 
(premisa menor), para que, en un tercer momento, el contraste entre la premisa mayor y 
la menor, aportada por la concreta reforma analizada, brinde las condiciones necesarias 
para comprobar si se ha incurrido o no en un vicio de competencia, esto es, si la reforma 
es tal o se ha desbordado hacia la sustitución, caso en el cual ha de quedar claramente 
establecido que el texto constitucional, o alguno de sus elementos definitorios, ha sido 
reemplazado por otro opuesto o integralmente diferente». 

 

1 Para efectos del cómputo de dicho término, de conformidad con la Circular PCSJC26-11 del 17 de marzo, 
emitido por el Consejo Superior de la Judicatura, es imperativo tener en cuenta la interrupción de los términos 
procesales originada por la vacancia judicial de Semana Santa. 

2 Corte Constitucional. Sentencia C-332/17. M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo.  
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Partiendo de la metodología exigida por la Corte Constitucional, a continuación, se 
presentarán los argumentos por los cuales se considera que el texto del Acto Legislativo 3 de 
2024, al reservar la competencia para la iniciativa legislativa de la norma que distribuya las 
competencias entre la Nación y las entidades territoriales, sustituye elementos esenciales y 
definitorios de la Constitución Política, que justifican la inexequibilidad de la expresión «a 
iniciativa del Gobierno» incluido en la norma demandada.  

3.1. Sustitución del modelo de Estado descentralizado y el principio de autonomía 
territorial 

3.1.1. Premisa mayor  

El artículo 1 de la Constitución establece dentro de los principios fundamentales la 
descentralización con autonomía de las entidades territoriales:  

«Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, 
descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa 
y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de 
las personas que la integran y en la prevalencia del interés general». 

La adopción de este modelo de organización fue producto del rechazo de los constituyentes 
a la grave situación de abandono en las regiones derivada del modelo centralista de la 
Constitución de 18863. De modo que el modelo descentralizado y la autonomía territorial 
son garantías institucionales y elementos identitarios de nuestra Constitución, que, de 
modificarse en su esencia, transformarían radicalmente la Carta y el modelo organizativo del 
Estado. 

La Corte Constitucional ha diferenciado los conceptos de descentralización y autonomía, 
refiriendo que:  

«La descentralización ha sido caracterizada como una técnica de administración en virtud 
de la cual se produce un traspaso de funciones y atribuciones del poder central a entidades 
periféricas, para que las ejerzan con un amplio grado de libertad. Su finalidad es la 
eficiencia de la administración y su objeto son las funciones de naturaleza administrativa 
en cabeza de los entes territoriales. 

Por otro lado, la autonomía ha sido identificada como un auténtico poder de dirección 
política que se radica en cabeza de las comunidades locales, por su puesto con sujeción a 
la Constitución y la ley. Esto supone que las entidades territoriales son las primeras 
llamadas a establecer sus prioridades de desarrollo e impulsarlas. Además, aunque la 
Constitución permite que varios aspectos de la organización territorial sean regulados por 

 

3 Corte Constitucional. Sentencia C-624 de 2013. M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
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el Legislador, éste en todo caso no puede vaciar el núcleo de la autonomía y debe sujetarse 
a otras exigencias constitucionales (…)»4. 

Lo anterior implica que, si bien la descentralización y la autonomía son conceptos distintos, 
son inescindibles, pues la descentralización es la técnica de administración que permite que 
las entidades territoriales puedan ejercer competencias autónomamente, como las primeras 
llamadas a establecer las prioridades de desarrollo en su territorio.  

La Corte Constitucional en la Sentencia C-380 de 2019, con magistrada ponente Cristina 
Pardo Schlesinger, reconoció que el «núcleo esencial» de la autonomía, corresponde a un 
límite irreductible e indisponible por el Legislador:  

«En similar sentido, el principio unitario, a su vez, está limitado por el “núcleo esencial” o 
contenido mínimo de la autonomía de las entidades territoriales, el cual es irreductible e 
indisponible por el Legislador. Dicho núcleo está constituido “por aquellos elementos 
indispensables a la propia configuración del concepto, y especialmente por los poderes de 
acción de que gozan las entidades territoriales para poder satisfacer sus propios intereses”. 
En consecuencia, las entidades territoriales tienen derecho a ejercer las competencias, 
atribuciones y facultades reconocidas por la Constitución, “para el eficiente cumplimiento 
de las funciones y la prestación de los servicios a su cargo”». 

El núcleo esencial de la autonomía de las entidades territoriales incluye como los derechos 
de las entidades territoriales a (i) gobernarse por autoridades propias; (ii) gestionar sus 
propios intereses y ejercer las competencias que les correspondan; y (iii) establecer los 
tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones y a participar en las rentas 
nacionales5. Estas tres prerrogativas corresponden a un eje axial constitucional, que no 
puede sustituirse a través de reformas constitucionales, pues se desnaturalizaría el 
contenido y fines de la Constitución Política.  

Este eje axial se manifiesta en los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad 
que operan como fórmulas de articulación para el ejercicio del poder en un Estado unitario 
y descentralizado6. Estos principios deben ser considerados no solamente en la ejecución de 
las competencias, sino, también deben observarse en la asignación de estas.  

En primer lugar, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el principio de concurrencia: 

«(…) parte de la consideración de que existen una serie de fines del Estado cuya realización 
requiere de la participación tanto de las autoridades del Estado a nivel nacional, como de 

 

4 Corte Constitucional. Sentencia C-624 de 2013. M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 

5 Corte Constitucional. Sentencia C-624 de 2013. M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
6 Corte Constitucional. Sentencia C-123/14. M.P. Alberto Rojas Ríos.  
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las entidades del nivel territorial. Para garantizar el principio de colaboración, en 
determinadas materias, la actividad del Estado debe cumplirse con la participación de los 
distintos niveles de la Administración. Ello implica, que el Legislador debe distribuir las 
competencias de las entidades nacionales y territoriales garantizando a cada orden el 
ámbito de su autonomía constitucional. Para preservar la eficacia del principio de 
coordinación es necesario que la ley garantice que el ejercicio de las facultades legales 
otorgadas a unas autoridades no termine por impedir el ejercicio de las facultades y 
competencias constitucionales de la otra»7.  

Complementariamente, respecto del principio de coordinación, la Corte Constitucional ha 
referido que: 

«(…) parte de la existencia de competencias concurrentes entre distintas autoridades del 
Estado, lo cual impone que su ejercicio se haga de manera armónica, de modo que la 
acción de los distintos órganos resulte complementaria y conducente al logro de los fines 
de la acción estatal. Esa coordinación debe darse desde el momento mismo de la 
asignación de competencias y tiene su manifestación más clara en la fase de ejecución de 
las mismas»8. 

Finalmente, sobre el principio de subsidiariedad se ha señalado que: 

«el principio de subsidiariedad corresponde a un criterio tanto para la distribución y como 
para el ejercicio de las competencias. Desde una perspectiva positiva significa que la 
intervención del Estado, y la correspondiente atribución de competencias, deben 
realizarse en el nivel más próximo al ciudadano, lo cual es expresión del principio 
democrático y un criterio de racionalización administrativa, en la medida en que son esas 
autoridades las que mejor conocen los requerimientos ciudadanos. A su vez, en su 
dimensión negativa, el principio de subsidiariedad significa que las autoridades de mayor 
nivel de centralización sólo pueden intervenir en los asuntos propios de las instancias 
inferiores cuando éstas se muestren incapaces o sean ineficientes para llevar a cabo sus 
responsabilidades»9.  

Estos tres principios exigen, por su naturaleza, un modelo dialógico de construcción conjunta 
y multinivel entre la Nación y los entes territoriales, tanto para la asignación como para el 
ejercicio de las competencias, como garantías esenciales para el adecuado funcionamiento 
del modelo descentralizado que propende el artículo 1 de la Constitución Política.  

3.1.2. Premisa menor 

El Acto Legislativo 3 de 2024 modifica el artículo 356 constitucional, trasladando la potestad 
de fijar las «competencias» de las entidades territoriales, a una ley orgánica sometida a la 

 

7 Corte Constitucional. Sentencia SU-095/18. M.P. Cristina Pardo Schlesinger 
8 Corte Constitucional. Sentencia C-889/12. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.  
9 Corte Constitucional. Sentencia C-889/12. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
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iniciativa exclusiva del Gobierno Nacional, con lo que se excluye del ejercicio de esta facultad 
a las entidades llamadas a ejercerlas, se desconocen los intereses propios de los territorios y 
se quebranta el núcleo esencial de la autonomía territorial. Con esta redacción, se habilita 
una injerencia excesiva que sitúa la autonomía territorial por debajo de los intereses de la 
Nación, sujetando a las entidades territoriales a una voluntad centralista ajena a sus 
realidades. 

Adicionalmente, al reservar la iniciativa de manera exclusiva al Gobierno Nacional, se 
instaura un modelo unilateral de asignación de competencias que hace estructuralmente 
inviable la aplicación de los postulados del artículo 288, pues transforma un proceso de 
diseño multinivel en una imposición jerárquica desde el nivel central, alterando radicalmente 
la naturaleza del Estado descentralizado. La norma demandada excluye a las entidades 
territoriales de proponer y definir sus propias necesidades, lo que transforma un proceso de 
participación de los diferentes niveles del Estado en una imposición jerárquica desde el 
centro hacia la periferia. Por lo tanto, se vulnera el principio de concurrencia desde la 
asignación de las competencias. 

Establecer que solamente el Gobierno Nacional tenga iniciativa legislativa para la expedición 
de la ley orgánica que distribuya las competencias anula la posibilidad de una construcción 
colectiva desde un proceso genuino de concertación y acuerdo con las entidades territoriales, 
y se excluye su participación en condiciones de igualdad en la toma de decisiones sobre 
asuntos que afectan directamente su órbita funcional. Por lo tanto, se limita un ejercicio 
complementario y conducente al logro de los fines de la acción estatal y se vulnera el 
principio de coordinación. 

Al centralizarse la iniciativa legislativa para definir qué puede o no hacer una entidad 
territorial, el Acto Legislativo desconoce su derecho a gestionar sus intereses, que no deviene 
de un traslado de competencias del nivel central, sino de una garantía constitucional. De allí 
que limitar la iniciativa legislativa al Gobierno Nacional contravenga el principio de 
subsidiariedad que supone que la atribución de competencias se realice en el nivel más 
próximo al ciudadano, siendo las autoridades locales quienes conocen mejor los 
requerimientos de su comunidad. 

Estas alteraciones no plantean una simple tensión normativa, sino una incompatibilidad 
estructural con los principios del artículo 288 de la Constitución que exigen, por su naturaleza, 
un modelo dialógico de construcción conjunta y multinivel entre la Nación y los entes 
territoriales, que se hace inoperante y es destruido si el Ejecutivo impone una jerarquía 
vertical mediante un veto preventivo (derivado de su iniciativa exclusiva), cerrando el paso a 
la concertación y a la deliberación de las regiones desde el nacimiento mismo de la ley. 

3.1.3. Conclusión 

Al establecer una iniciativa legislativa exclusiva, se sustituye el modelo de Estado 
descentralizado, pues se transita abruptamente de un modelo de competencias inherentes 
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e indisponibles (garantizadas desde la Constitución) a un modelo de competencias 
legalmente concedidas y revocables al arbitrio del Ejecutivo. El Acto Legislativo 3 de 2024 no 
representa un ejercicio de configuración legislativa, sino un reemplazo de la fuente 
normativa al trasladar la garantía institucional del núcleo esencial desde la Constitución hacia 
una ley controlada por el Ejecutivo que restringe la autonomía territorial y sus principios 
relacionados. 

3.2. Sustitución del principio de separación de poderes y el principio democrático  

3.2.1. Premisa mayor 

La separación de poderes y el principio democrático son garantías institucionales que 
corresponden a elementos trascendentales para la estructura del Estado, al cumplir 
funciones esenciales para el mismo: 

«La separación de poderes cumple dos funciones esenciales: (i) garantizar las libertades y 
derechos de los ciudadanos, a través de la protección frente a la conformación de poderes 
públicos omnímodos; y (ii) racionalizar la actividad del Estado y el ejercicio de ese poder 
político, mediante la instauración de órganos especializados, autónomos, independientes 
y con competencias definidas por la Constitución y la Ley. Estas funciones se cumplen a 
partir de un arreglo institucional que mantenga contenidos los poderes públicos, de modo 
que ninguno esté en la posibilidad de vaciar de contenido las facultades y competencias 
de otro, objetivos que se satisfacen a través de un sistema de controles inter orgánicos que 
hagan efectivos los frenos y contrapesos entre ellos. A su vez, ese mismo modelo debe 
contar con herramientas que faciliten la acción coordinada de tales poderes, por medio de 
la colaboración armónica y con el objeto de cumplir con los fines esenciales del Estado»10. 

En este sentido, la separación de poderes se consolida como un eje axial e identitario de la 
Constitución de 1991 al ser una base indispensable para un Estado limitado donde el poder 
no se concentre, garantizando la libertad ciudadana frente a posibles poderes públicos 
absolutos. Al racionalizar la actividad estatal mediante órganos con competencias definidas, 
este principio asegura un arreglo institucional de frenos y contrapesos diseñado para evitar 
que una rama pueda vaciar de contenido las facultades de otra, lo cual es un rasgo definitorio 
que distingue a la democracia. En consecuencia, este modelo de colaboración armónica y 
mutua contención es el que permite el cumplimiento de los fines esenciales del Estado sin 
sacrificar el pluralismo, por lo que su alteración sustancial transfiguraría la identidad de la 
Carta Política hasta convertirla en un ordenamiento distinto.  

Ahora bien, la jurisprudencia constitucional se ha referido al principio democrático 
señalando que:  

 

10 Corte Constitucional. Sentencia C-332/17. M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo 
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«(…) en un Estado social y democrático de Derecho, el principio democrático tiene carácter 
expansivo, lo que implica que (i) constituye un criterio de interpretación y (ii) debe irradiar 
los distintos ámbitos de la vida estatal y social como cuerpos colegiados que no tienen 
naturaleza política, incluso en escenarios tradicionalmente privados-, de modo que se 
fortalezcan los canales de representación, se democraticen los espacios de toma de 
decisiones y se promueva el pluralismo. (…) Ante la extensión de la democracia la Corte 
Constitucional ha señalado que el principio democrático que la Carta prohíja es a la vez 
universal y expansivo. Universal porque compromete varios escenarios, procesos y lugares 
tanto públicos como privados y también porque la noción de política que lo sustenta se 
nutre de todo lo que válidamente puede interesar a la persona, a la comunidad y al Estado 
y sea por lo tanto susceptible de afectar la distribución, control y asignación del poder. Es 
expansivo pues porque ha de ampliarse progresivamente conquistando nuevos ámbitos y 
profundizando permanentemente su vigencia, lo que demanda por parte de los principales 
actores públicos y privados un denodado esfuerzo para su efectiva construcción»11.  

El principio democrático se consolida como un eje axial e identitario de la Constitución de 
1991, dado que su carácter universal y expansivo exige que la democracia no se limite al 
ámbito electoral, sino que irradie todas las esferas y los procesos de toma de decisiones para 
fortalecer el pluralismo. Este principio define la naturaleza misma del Estado como una 
democracia participativa y pluralista, siendo un pilar estructural e insustituible, cuya 
supresión o alteración sustancial haría irreconocible la identidad de la Carta Política, pues 
renunciar a la participación como motor de la asignación y control del poder público 
significaría contrariar la esencia de la democracia constitucional colombiana.  

Todo lo anterior implica que las decisiones sobre la estructura orgánica del Estado se 
adopten mediante procesos verdaderamente deliberativos y plurales en el Congreso de la 
República. 

3.2.2. Premisa menor  

Como se ha reiterado a lo largo de la presente intervención, la redacción actual contenida 
en el Acto Legislativo demandado implica la asignación de la iniciativa legislativa exclusiva al 
Gobierno Nacional para la asignación de competencias mediante una ley orgánica. Si bien en 
el seno del Congreso se adelantan deliberaciones respecto del proyecto de ley propuesto 
por el Ejecutivo, cualquier modificación sustancial introducida por los congresistas durante 
el trámite legislativo requiere del aval o coadyuvancia gubernamental, tal como lo ha descrito 
la Corte Constitucional en la Sentencia C-028 de 2021 al referir que:  

«(…) se ha explicado que, el consentimiento dado por el Gobierno a un proyecto de ley con 
respecto a las materias señaladas en el artículo 154 superior y la participación de este en 
el proceso formativo de la ley, subsanan la vulneración de la iniciativa legislativa reservada. 

 

11 Corte Constitucional. Sentencia C-624 de 2013. M.S. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
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Dicho consentimiento se expresa en esos casos mediante la figura que 
jurisprudencialmente se ha denominado “aval del Gobierno o coadyuvancia”. Igualmente, 
se ha indicado que el aval sólo puede ser concedido por el ministro cuyas funciones tengan 
alguna relación temática o conexión con el proyecto de ley». 

Al establecerse la asignación de competencias como una materia de iniciativa legislativa 
reservada al Gobierno Nacional, se restringe la facultad de los senadores y representantes 
para adicionar o modificar competencias territoriales en la deliberación sin el 
consentimiento del nivel central. Esta restricción se traduce en un poder de veto sobre las 
propuestas de los territorios y dificulta que la distribución de competencias responda a las 
necesidades locales, ya que la formulación de la ley orgánica no depende de las autoridades 
más próximas a los ciudadanos y sus necesidades. 

Asimismo, la iniciativa legislativa exclusiva del Gobierno en esta materia implica que su 
trámite ante el Congreso de la República dependa de la voluntad del orden nacional para 
legislar, desnaturalizando la autonomía como una garantía institucional irreducible e 
indisponible por el Legislador, al limitarla a una materia disponible del nivel central.  

Podría argumentarse que el fin de los apartes demandados es proteger la sostenibilidad fiscal, 
de forma similar a la disposición prevista en el artículo 154 de la Constitución respecto de las 
rentas nacionales y sus transferencias. Sin embargo, dado que el propio Constituyente 
derivado, mediante el Acto Legislativo 3 de 2024, fijó el mandato imperativo de elevar las 
transferencias al 39,5 % de los Ingresos Corrientes de la Nación, la salvaguarda fiscal ya se 
agotó. En consecuencia, utilizar la iniciativa restringida para definir las competencias 
asociadas a esos recursos no protege el tesoro nacional, sino que funciona estrictamente 
como un obstáculo centralista que bloquea la eficacia del gasto y anula la capacidad de 
agencia de los territorios. 

Lo anterior vacía de contenido las competencias del Congreso de la República y la capacidad 
de autogestión de los territorios, y convierte un pilar fundamental del Estado en un acto de 
discrecionalidad gubernamental, lo que resulta incompatible con la esencia de separación de 
poderes y las garantías derivadas del principio democrático. 

3.2.3. Conclusión 

La consagración de una iniciativa legislativa exclusiva a favor del Gobierno Nacional para 
tramitar la ley orgánica competencial impone un condicionamiento estructural a la función 
del Congreso. En la práctica, esta medida instituye un poder de veto bifásico en cabeza del 
Ejecutivo: de una parte, somete el nacimiento mismo del proyecto a su mera liberalidad; de 
otra, supedita cualquier modificación sustancial durante el debate parlamentario a la 
exigencia de un aval gubernamental. Semejante diseño institucional vulnera el principio de 
separación de poderes e instaura un centralismo de facto, al entregarle a la Nación la 
potestad absoluta y definitiva sobre la configuración de las competencias de las entidades 
territoriales. 
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4. PETICIONES 

En atención a los argumentos planteados, respetuosamente, se solicita a su Despacho 
Declarar la INEXEQUIBILIDAD de la expresión «a iniciativa del Gobierno» contenida en el 
inciso primero del artículo 1 del Acto Legislativo 3 de 2024, al configurarse un vicio material 
de competencia por sustitución de la Constitución Política. 

5. ANEXOS 

Anexo 1. Certificado de existencia y representación legal de Asocapitales. 

6. NOTIFICACIONES  

Asocapitales recibe notificaciones electrónicas en el correo info@asocapitales.co con copia 
a nicolas.otero@asocapitales.co. 

Cordialmente,  

 

Andrés Santamaría Garrido 
Director General 
Asocapitales 

mailto:info@asocapitales.co
mailto:nicolas.otero@asocapitales.co
Sandra Umaña
Sello
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